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El presente Proyecto de Investigación está orientado a crear antecedentes para que 
determinados delitos originados por la delincuencia común puedan ser demandados por 
la Responsabilidad Patrimonial que tiene el Estado por Fallas en el Servicio como lo 
contempla el artículo 90 de la Constitución Política del 1991.  
Por lo tanto, el propósito de esta investigación es registrar un precedente jurisprudencial 
para que la Administración de Justicia, en el tema específico de una demanda de 
Responsabilidad Patrimonial al Estado por los delitos más reiterativos que comete la 
delincuencia común en nuestra ciudad de Pereira, pueda ser efectiva y así se lograr que 
el Estado reaccione, mejorando la seguridad para el ciudadano y no se cause más daño 















1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
La Nación Colombiana a partir de la Constitución de 1.991 es un Estado Social de 
Derecho, con un sistema de participación democrático, respetuoso de los Derechos 
Fundamentales, del Derecho Internacional Humanitario y de los Tratados Internacionales 
ratificados. Así pues, dentro del contexto de la delincuencia común en la ciudad de 
Pereira, los delitos comunes que más se ejecutan según datos de la Policía Nacional 
Seccional Pereira son el hurto, el porte ilegal de armas, los homicidios, las 
extorsiones y el secuestro, delitos que se han multiplicado en los últimos años 
generando un problema de orden público, muchos de ellos no son denunciados y los que 
sí, en muchas ocasiones no prosperan por un mal procedimiento. Todo esto hace parte 
de las Fallas en el Servicio que tiene el Estado colombiano.  
El Estado explica que está trabajando y que tiene obtiene resultados en cuestión de 
seguridad, pero en realidad no hay una solución sustancial que cambien radicalmente la 
problemática. Ya que según el artículo 2 de la Constitución Política del 1991, afirma que 
las funciones del Estado es ser responsable de la seguridad de la Nación y así muchos 
más artículos que ratifican la responsabilidad, además de una vasta jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, y demás 
conceptos el del Ministerio Público, los Derechos Humanos y más entes de alto poder 
nacional e internacional; mirando la realidad existen fallas en el servicio a raíz de los 
problemas de seguridad que se presenta a diario en Colombia . 
El Estado es un sistema con un conjunto de entidades organizadas donde todos son el 
Estado y si uno de ellos  falla todo el servicio del Estado falla,   por tanto es responsable 
de su funcionamiento en el servicio, y si no cumple sus funciones, es responsable  por el 
daño causado a raíz de la falla en el servicio, así pues, debe reparar directamente a todos 
sus administrados  patrimonialmente por sus pérdidas económicas, las autoridades 
democráticas ejecutivas y legislativas tomaran cartas en el asunto para que lleguen a 
prestar un servicio con excelencia así como en otros países del mundo.  
 
 
De acuerdo a lo planteado se tomará como ejemplo los casos de delincuencia común 
registrados en el Municipio de Pereira en el año 2016 y por lo tanto poder dar respuesta 
la siguiente pregunta: 
 
¿Cuál es la Responsabilidad Patrimonial del Estado cuando existen fallas en el 





















El presente trabajo se plantea por las inquietudes que surgieron de tantos casos de 
delincuencia común que suceden a diario en Pereira, y en donde al Estado Colombiano 
como garante de los derechos de los ciudadanos y por cumplimiento constitucional, le 
corresponde responder Patrimonialmente por los daños causados a los ciudadanos por 
fallas en el servicio, daños cometidos por la “delincuencia común” y del cual estudios 
previos Pereira se encuentra dentro del 82% de las 11 ciudades del país con más 
criminalidad según la policía nacional.  
 
Con este proyecto de investigación se quiere que se circunscriban leyes que protejan el 
patrimonio de los ciudadanos, la sociedad está reclamando más seguridad jurídica sobre 
este tema porque beneficiaría no solo a un grupo colectivo, sino a toda Colombia.  
 
En tal sentido, la novedad reside en la responsabilidad del Estado frente a la falla en el 
servicio de la seguridad ciudadana, por lo cual según el artículo 90 de la constitución 
política de Colombia, hace responsable patrimonialmente por los daños que cause a los 
ciudadanos por la acción u omisión de las autoridades públicas, respecto a la seguridad 
ciudadana que debe garantizar como obligación constitucional, por tanto, muchos de los 
actos delincuenciales se pudieron haber evitado si dicha autoridad hubiera actuado con 
diligencia en el momento que fue notificada, por la persona que pidió el servicio del 
Estado, por tanto todo daño patrimonial, moral, irreparable debe ser reparado 
patrimonialmente por el estado como una forma de resarcir el daño causa atreves de una 








3.1 Objetivo General 
 
Determinar los delitos comunes por los cuales el Estado Colombiano debe ser 
Responsable Patrimonialmente por los daños causados a los ciudadanos. 
 
 
3.2 Objetivos Específicos 
 
➢ Exponer los diferentes tipos de Responsabilidad Patrimonial del Estado que han 
existido constitucionalmente en Colombia. 
 
➢ Describir los delitos en los cuales se presentan las fallas del servicio por parte del 
Estado. 
➢ Identificar el nivel de Responsabilidad Patrimonial del Estado por falla en el 











4. MARCO TEÓRICO 
 
4.1 Marco Histórico 
 
Al observar la doctrina internacional, encontramos que las primeras teorías de la 
Responsabilidad Patrimonial del Estado legislador pertenecen a la jurisprudencia 
francesa y española. 
Así pues, fue en Francia donde se presentaron los primeros casos de reclamación por 
los daños causados a los intereses patrimoniales de particulares, en un primer caso, el 
Consejo de Estado Francés optó por la negativa a declarar que el Estado habría de 
responder patrimonialmente por el hecho del legislador argumentando que la ley, al ser 
una norma general, no afecta situaciones jurídicas de personas determinadas, sino que 
su aplicación beneficia o perjudica a todos por igual, y por lo tanto, no se había producido 
un daño especial a algunos individuos, por lo que el Estado no tendría el deber de 
indemnizarlos.(Núñez Leiva, José Ignacio, 2011, pp.264-289). 
En 1938, se presentó un caso en el que por primera vez el Consejo de Estado francés 
mediante una sentencia estimó procedente una indemnización a cargo del Estado para 
resarcir de los prejuicios producidos a un ciudadano y así, fueron apareciendo casos 
como el fallo Caucheteux et Desmont, y otro como Arret Boveró,  en donde fueron 
cambiando los conceptos para fallar en cuanto a la responsabilidad del Estado por parte  
del Consejo de Estado que tomo una doctrina más amplia sobre el daño y la vuelve una 
regla general.   
Los casos expuestos fueron confirmados por la jurisprudencia francesa en causas 
posteriores, haciéndose incluso extensiva a daños originados por tratados 
internacionales. Sin embargo, como lo expresa el administrativista francés René Chapus 
(1990), refiriéndose al caso Galo, “la responsabilidad por hecho de las leyes y convenios 
internacionales es un producto de lujo. No se le sirve todos los días”.  
 
 
Por otro lado, en el sistema español la jurisprudencia ha permitido que casos iguales se 
fallen como el de su equivalente francés, pero con más frecuencia. 
Para continuar, el Tribunal Constitucional por medio de unas resoluciones fue dando vía 
libre para que, posteriormente, los tribunales ordinarios pudiesen, aplicando la 
Responsabilidad Patrimonial del Estado Legislador, conceder indemnizaciones a los 
eventuales perjudicados y puedan ser compensados económicamente. 
Ello dio lugar a que se plantearan un gran número de reclamaciones, primero empleando 
la vía administrativa, luego acudiendo al Tribunal Supremo, siendo este último el camino 
más fructífero. Estas reclamaciones eran falladas a favor si encontraban actos legislativos 
donde se quebrantarán principios constitucionales. 
Así pues, la judicatura española en varias sentencias consolidó la tesis de la 
subordinación plena del legislador a la Constitución.  
 
4.2 Marco Teórico 
 
Para desarrollarse un marco teórico apropiado sobre el tema de la responsabilidad 
patrimonial del Estado frente al fenómeno de la delincuencia común, este se debe enfocar 
desde la teoría contemporánea de la responsabilidad, la cual cumple un conjunto de 
funciones las cuales son agrupadas teniendo en cuenta dos perspectivas: una 
perspectiva diádica y una sistémica. 
Es así que la responsabilidad durante largo tiempo se consideró como un fenómeno 
diádico, esto es, que vinculaba a dos sujetos en su ocurrencia: un causante y una víctima. 
“Así mismo, se establecía que la función de la responsabilidad en este contexto era 
reprochar al causante su actitud, debiendo asumir el pago de una indemnización”. (Henao 
2009) 
Por otro lado, se considera que la responsabilidad, en la actualidad es un fenómeno que 
no puede estar ajeno al desarrollo económico y social, es por ello que se debe considerar 
 
 
la reformulación de las funciones de la responsabilidad desarrollándose así una 
denominada función sistémica, que es aquella que reconoce a la responsabilidad civil 
como un fenómeno que no sólo interesa a la víctima que persigue ser satisfecha sino 
también a la sociedad en su conjunto; (Valencia y Ortiz 1999) de ahí que la 
responsabilidad va a ser entendida como un fenómeno que va a permitir, a partir de su 
regulación, el incentivo o desincentivo de determinadas conductas, dentro de ellas la 
violencia en los delitos comunes originada por la falla en el servicio. 
Sumado a lo anterior, la teoría clásica al referirse a la responsabilidad establece que ésta 
debe ser enfocada desde la óptica del sujeto responsable del daño lo que la lleva a 
postular una función reparadora del daño, limitada por la conducta de éste sujeto. Es por 
ello, que se desarrolla la teoría subjetivista de la responsabilidad civil en torno a la culpa, 
así como el dogma de la separación de la responsabilidad civil a partir del interés tutelado, 
lo que lleva en un plano práctico a diferenciar los efectos de la Responsabilidad y por 
ende el contenido de la indemnización dependiendo el sistema en que nos encontremos, 
determinando así una reparación diferenciada.  Esta posición no es pertinente si lo que 
se busca es la satisfacción integral de los intereses merecedores de tutela por el 
ordenamiento jurídico. 
En el caso concreto del presente trabajo, que tiene que ver con la responsabilidad por 
hechos de delitos comunes, se tiene la existencia de una cláusula general de 
responsabilidad estatal, consagrada en la norma suprema constitucional, 
específicamente en el artículo 90 de la Constitución Política de Colombia (1991), pero de 
la sola lectura de esta disposición, no se infiere la responsabilidad del estado por hechos 
terroristas.  
 
4.3 Marco Jurídico 
 
Cuando se busca un marco jurídico adecuado para el tema de la responsabilidad del 
Estado por los hechos de violencia en delitos comunes, es preciso primero esbosar sobre 
la noción de daño antijurídico, concepto que se remonta a la Asamblea Nacional 
 
 
Constituyente en donde se observa la intención de consagrarlo y que se toma de 
referentes internacionales como el español, en donde se establece no como aquel que 
es producto de una actividad ilícita del Estado sino como el perjuicio que es provocado a 
una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. Esta concepción fue la base 
conceptual de la propuesta que llevó a la consagración del actual artículo 90. (Asamblea 
Constituyente de 1991). 
 
En materia de responsabilidad patrimonial del Estado, se elevan a la categoría 
constitucional dos conceptos ya incorporados en nuestro orden jurídico: el uno, por la 
doctrina y la jurisprudencia, cual es el de la responsabilidad del Estado por los daños 
que le sean imputables: y el otro, por la ley, la responsabilidad de los funcionarios. 
La noción de daño en este caso, parte de la base de que el Estado es el guardián de los 
derechos y garantías sociales y que debe, por lo tanto, reparar la lesión que sufre la 
víctima de un daño causado por su gestión, porque ella no se encuentra en el deber 
jurídico de soportarlo. 
La responsabilidad se deriva del efecto de la acción administrativa y no de la actuación 
del agente de la Administración causante material del daño, es decir, se basa en la 
posición jurídica de la víctima y no sobre la conducta del actor del daño, que es el 
presupuesto de la responsabilidad entre particulares. 
Esta figura tal como está consagrada en la norma propuesta, comprende las teorías 
desarrolladas por el Consejo de Estado sobre responsabilidad extracontractual por falta 
o falla del servicio, daño especial o riesgo. (Ramírez 1991). 
 
Esta concepción de daño antijurídico ha sido admitida por la jurisprudencia del Consejo de 
Estado, definiéndose como "la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, 
que la víctima no está en la obligación de soportar", por lo cual "se ha desplazado la 
antijuricidad de la causa del daño al daño mismo"; “por tanto, el daño antijurídico puede ser 
el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa lícita. Esta doble causa 
corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad subjetiva y objetiva"  (Corte 
Constitucional, Sentencia C-333 de 1996.) 
 
En el caso concreto del presente trabajo, que tiene que ver con la responsabilidad por 
hechos de violencia común, se tiene la existencia de una cláusula general de 
responsabilidad estatal, consagrada en la norma suprema constitucional, 
específicamente en el artículo 90 de la Constitución Política de Colombia (1991), pero de 
 
 
la sola lectura de esta disposición, no se infiere la responsabilidad del estado por hechos 
terroristas.  
 
Pero antes de entrar al aspecto jurisprudencial, resulta importante, resaltar las normas 
que imponen al Estado la obligación de reparar, cuando ha causado un daño antijurídico 
a quien no está en la obligación de soportarlo.  
 
Como primera medida, la Constitución Política de Colombia (1991) expresa al respecto: 
Artículo 90: El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  En 
el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, 
que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente 
suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
 
Por su parte el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, 
establece la procedencia del mecanismo de control de reparación directa en los 
siguientes términos:  
 
Artículo 140.  
Reparación directa. En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la persona 
interesada podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico producido 
por la acción u omisión de los agentes del Estado. 
 De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la 
causa del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación 
temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra 
causa imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado siguiendo una 
expresa instrucción de la misma. (Corte Constitucional en la Sentencia C-644 de 2011).  
 
En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares 
y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe 
responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la 




Tal inferencia ha sido dada a través de la jurisprudencia.  
 
Para el ejemplo, la Corte Constitucional, haciendo uso de sus funciones legales indicó:  
 
No parece existir una razón constitucional suficiente para que, frente a procesos de 
violencia masiva, se deje de aplicar el principio general según el cual quien causa el 
daño debe repararlo. Por el contrario, como ya lo ha explicado la Corte, las normas, la 
doctrina y la jurisprudencia nacional e internacional han considerado que la reparación 
económica a cargo del patrimonio propio del perpetrador es una de las condiciones 
necesarias para garantizar los derechos de las víctimas y promover la lucha contra la 
impunidad. Sólo en el caso en el cual el Estado resulte responsable – por acción o por 
omisión – o cuando los recursos propios de los responsables no son suficientes para 
pagar el costo de reparaciones masivas. (Corte Constitucional Sentencia C-370 de 
2006) 
 
Por su parte, el Consejo de estado, también ha realizado una interpretación de las 
normas sobre responsabilidad del Estado, aduciendo que de ellas se desprende la 
obligación de responder por hechos de terceros, específicamente en el caso de actos 
de violencia perpetrados por individuos o bandas al margen de la ley, en el más reciente 
pronunciamiento sobre el particular, consignó:  
 
“Para la Sala no existe duda que la muerte del señor Antonio Contreras Calderón es 
imputable a la entidad demandada, Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, a título de 
falla del servicio, puesto que sus miembros en servicio activo, es un claro 
desconocimiento de sus deberes constitucionales. La Sala recalca que es deber del 
Estado salvaguardar la vida e integridad de sus ciudadanos.”. (Consejo de Estado 
Sentencia de 27 de febrero de 2013)” 
 
De los fallos traídos a colación se infiere que es vital en este caso el ejercicio judicial, 
teniendo en cuenta que las normas por sí solas no han establecido la responsabilidad del 
Estado por hechos violentos de terceros.  
 
Pero si es importante hacer referencia a la responsabilidad del Estado, que de acuerdo 
con lo consagrado en el artículo 90 de la Carta Política (1991), cuyo precepto dice que:  
 
 
“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”. 
Concordando con lo anterior, se deduce que para que se hable de responsabilidad 
estatal, deben concurrir dos elementos, que haya un daño antijurídico y que éste sea 
consecuencia directa de la acción u omisión de la autoridad pública, como ocurre con 
delitos de violencia común cuando suceden por ausencia de Autoridad policiaca o de 
medidas eficaces para contrarrestar la inseguridad. Es decir que la premisa expuesta se 
aplica tanto al ámbito extracontractual, como al contractual, pues el inciso primero del 
texto transliterado, consagra la cláusula general de la responsabilidad patrimonial.  
 
…la responsabilidad patrimonial del Estado es una de las piedras angulares del Estado 
de derecho y una garantía ciudadana fundamental. También ha quedado dicho que se 
trata de una verdadera responsabilidad estatal. Es decir, de un deber jurídico que sin, 
ambigüedad ninguna, le ha sido señalado directa y personalmente al Estado. Así pues, 
es a él y no a sus funcionarios a quien incumbe pechar con las consecuencias de las 
acciones o las omisiones cumplidas en el marco de una tarea pública, en cuanto ellas 
produzcan como efecto un daño que, en justicia y en derecho, reclama reparación.  
 
Y es él, entonces, el primer obligado a esa reparación, así esté también comprometida 
– como en efecto la propia norma dispone que lo está- la responsabilidad personal del 
agente que obró o debió obrar en su nombre y que, en ese trance, incurrió en dolo o 




Cualquier tipo de violencia es elemento violatorio de derechos humanos y de acuerdo a 
ello, el Estado colombiano se ha comprometido internacionalmente a garantizar el libre 
ejercicio de los derechos del hombre, consagrados en pactos y convenios internacionales 
suscritos y ratificados por el mismo, por lo que los organismos internacionales tienen 
competencia  en el caso de las violaciones de derechos humanos  alegadas  y protegidos 
en esos tratados si ocurren dentro del territorio de un Estado parte de la  los mismos. Así 
pues la vulneración de los derechos humanos  en un estado parte de un tratado 
internacional da lugar como dicen Rey y Rey (s.f)  al “hecho internacionalmente ilícito” 
que constituye una violación al tratado internacional y por tanto,  se pretende la 




Por su parte la Corte Interamericana de Derechos Humanos, (2005) en consideración a 
que las obligaciones erga omnes del Estado de Colombia comprometen a todas las 
personas sujetas a su jurisdicción, ha referido por lo tanto que es deber del Estado tomar 
medidas también con los terceros y grupos al margen de la ley que irrumpen en la 
tranquilidad y atentan contra los derechos de los individuos de la comunidad: “Tales 
obligaciones se imponen no sólo en relación con agentes del poder público estatal, sino 
también en relación con actuaciones de terceros particulares, inclusive grupos armados 
irregulares de cualquier naturaleza” pues de otra forma las obligaciones convencionales 
de protección se reducirían a poco más que letra muerta. 
 
En síntesis, de acuerdo al anterior marco jurídico, se puede colegir que el soporte sobre 
la que se estructura la responsabilidad del Estado, es el artículo 90 de la Carta Política,  
donde se conceptúa la responsabilidad del estado por falla del servicio, pero también 
tienen influencia los tratados internacionales ratificados por Colombia y en los casos de 
inseguridad y de hechos de violencia que originan los delitos comunes, bien puede el 
estado responder por estos hechos ya que son violatorios de Derechos Humanos. 
 
4.4 Marco Conceptual 
 
Dentro del marco conceptual, del tema sobre responsabilidad del estado por fallas en el 
servicio en la seguridad ciudadana por comisión de delitos comunes, primero que todo 
es preciso abordar el concepto de responsabilidad, la cual puede ser definida como “la 
obligación que nace para una persona con causa en un daño o perjuicio producido a otra, 
que pueda serle imputado y que debe indemnizar para restituir el equilibrio perdido”. 
Frente a este concepto Arturo Alessandri Rodríguez (1987) dice: “Es la obligación que 
pesa sobre una persona de indemnizar el daño sufrido por otra”. Amadeo Soler en su 
obra “Transporte Terrestre” la define como “La obligación de reparar por sí o por otro, el 







Responsabilidad del Estado 
La responsabilidad del Estado se puede definir como “la obligación del Estado de resarcir 
los perjuicios causados por su actuación u omisión, los cuales el perjudicado no está en 
la obligación de soportar” (Consejo de Estado Exped. 35.574). Haciendo énfasis en que 
este tipo de indemnización debe ser global, es decir, debe colocar al perjudicado en la 
situación que habría tenido de no mediar el daño tanto patrimonial como moral. Para lo 
cual es importante referir que: "Un sistema de administración no es completo sino cuando 
el ciudadano tiene el medio de obtener una reparación por los perjuicios que le ocasiones 
el Estado"(Schwartz 1982) 
 
Pero debe entenderse que la responsabilidad del estado puede ser objetiva y subjetiva, 
tal como lo expresa Esguerra (2012) quien explica que la responsabilidad subjetiva es 
aquella en la cual concurren tres elementos: el daño, el actuar intencional del autor y el 
nexo de causalidad entre el daño y el hecho. Mientras que la responsabilidad objetiva, a 
la que hace alusión Esguerra (2012)  para establecer una responsabilidad es la presencia 
del daño y la relación de causalidad entre el hecho o acción ejercida y el daño. No es 
necesario analizar si quien realizó la acción lo hizo de una forma dolosa o negligente.  
 
Responsabilidad por falta por omisión administrativa 
 
La falta por omisión administrativa, se presenta cuando existe un mal funcionamiento del 
servicio público, considerado como la actividad del estado tendiente a asegurar en forma 
positiva una necesidad colectiva, teniendo en cuenta que el usuario del servicio, que tiene 
 
 
derecho al buen funcionamiento de éste y en caso contrario a la indemnización 
correspondiente. 
En lo que tiene que ver con la responsabilidad patrimonial del Estado por fallas en el 
servicio, ésta ha sido generalmente concebida como objetiva, lo que implica que al 
demostrarse un daño antijurídico causado, debe ser reparado, sin que se tenga en cuenta 
si ha habido intención en su producción. Esta teoría estuvo vigente, hasta que con el 
devenir de los tiempos, se analizó el elemento de subjetividad en la producción de un 
daño por parte del Estado, emergiendo con ello, las denominadas teorías de imputación 
de responsabilidad, verbi gratia, la falla en el servicio, falla probada entre otros, donde la 
subjetividad se constituye en el plus para verificar la responsabilidad. 
 
Antijuridicidad de la omisión 
 
Tal y como lo ha expresado reiteradamente la doctrina, la omisión es antijurídica cuando 
transgrede una obligación jurídica de obrar, tanto en los casos en que existen normas 
legales expresas o cuando se hallan impuestas por otras fuentes como las buenas 
costumbres, el orden público, la buena fe, o los principios generales del derecho, en 
cuyos casos la omisión es antijurídica por ilicitud, pero también se ha reconocido la 
existencia de omisión antijurídica por ser abusiva. 
En tal sentido se puede afirmar que para que surja la responsabilidad, es necesario que 
se trate de un deber concreto de obrar y no de un deber genérico, es decir, el Estado 
debe encontrarse en situación de poder ser constreñido al cumplimiento de esa 
obligación, excluyéndose la responsabilidad, por lo tanto, en aquellas situaciones en que 
los perjuicios se produzcan en los supuestos de caso fortuito o fuerza mayor. (Armenta 
2009)  
Actualmente, entonces, la antijuridicidad del daño es observada en un sentido objetivo, 
tomando en consideración la posición del sujeto dañado, siempre y cuando éste no tenga 
el deber jurídico de soportar los perjuicios, es decir, se realzan las nociones de daño e 
 
 
injusticia en detrimento del clásico principio de la culpa al reconocerse la responsabilidad 
en los supuestos de daños originados en conductas ilícitas como lícitas. Situándonos en 
el ámbito de las funciones de policía en sus distintos aspectos frente a la seguridad 
ciudadana y la comisión de delitos, cuando el Estado tenga el deber de ejercerlas en los 
ámbitos determinados normativamente, la omisión o el ejercicio insuficiente, excesivo o 
abusivo, constituyen una actuación antijurídica, puesto que dichas funciones deben ser 
cumplidas obligatoriamente y no son una mera facultad legal. 
 
Responsabilidad por actos y hechos de la Administración Pública. 
La seguridad ciudadana y los actos contra la delincuencia común deben ser prioridad 
dentro de los hechos y actos de la administración Pública para salvaguardar el bienestar 
de los ciudadanos, teniendo en cuenta este precepto, la actividad de la administración 
puede ser desarrollada por cualquiera de las tres ramas del poder público, por lo que a 
cualquiera de ellas puede caberle responsabilidad. Es por esta razón que este tipo de 
responsabilidad es la que con mayor frecuencia se presenta, por lo que al ser más 
desarrollada por la jurisprudencia y la doctrina posee mayor grado de evolución con 
respecto a la derivada específicamente de la actuación del poder judicial o legislativo.   
De acuerdo con lo anterior, la actuación administrativa es llevada a cabo por los órganos 
administrativos y estos la desarrollan a través de Actos Administrativos, entendidos como 
manifestación de voluntad directamente encaminada a crear, modificar o extinguir 
situaciones jurídicas en ejercicio de una función administrativa. También por hechos 
administrativos considerado como un acontecimiento o fenómeno que produce efectos 
jurídicos independientemente de la voluntad de la administración. De igual forma, a través 
de Operaciones administrativas, las cuales son actuaciones que comprenden un acto 






Falla del servicio 
Este tipo de responsabilidad se presenta cuando los agentes el estado por acción u 
omisión no cumplen con las obligaciones que les impone administrativamente su cargo y 
su responsabilidad constitucional con lo cual se vulneran los derechos, la integridad o la 
vida de los ciudadanos, para entender mejor este concepto, se deben analizar conceptos 
como: 
Falla Probada del Servicio 
La falla probada del servicio se entiende como “aquella que se presenta cuando el 
servicio funciona mal, no funciona o funciona tardíamente” (Consejo de Estado, 
Sentencia de julio 25 de 2002).. En este caso será el actor el que pruebe la falla del 
servicio so pena de fracasar en el litigio de sus pretensiones. Es una modalidad subjetiva 
de responsabilidad pues se debe demostrar el actuar intencional del sujeto que cometió 
el hecho.  
Falla Presunta del Servicio: Bajo este régimen el demandante esta “eximido de 
demostrar la falla del servicio, solo le corresponde establecer el hecho de la actividad a 
quien resultó como víctima directa; que se sufrió un daño y que este tiene relación causal 
con la conducta presumida”. (Consejo de Estado. Sentencia del 29 de octubre de 2012) 
 
Acciones de reparación en lo contenciosos administrativo 
 
Cuando se habla de acciones de reparación, es importante hacer referencia que dentro 
de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, existe varias acciones que pretenden de 
manera puntual reparar los daños ocasionados por fallas en el servicio, por la acción u 
omisión de las autoridades públicas, entre ellas, se pueden señalar la acción de nulidad 
y restablecimiento del derecho, la acción de reparación directa y una acción constitucional 
que se surte ante los jueces administrativos como es el caso de las acción de grupo 
 
 
cuando los perjuicios han sido ocasionados por agentes del Estado. Estas son en su 
definición: 
La Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
La Acción de nulidad y restablecimiento del derecho señala: “toda persona que se crea 
lesionada en un derecho amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la 
nulidad del acto administrativo y se le restablezca en su derecho; también podrá solicitar 
que se le repare el daño”. (González, 2007, p.432). 
 
De acuerdo con González, (2007, p.432) se resaltarse que esta acción tiene su origen 
básicamente en el hecho de que un acto administrativo cree una situación jurídica 
particular que vulnere a una persona determinada un derecho amparado en una norma 
jurídica y que como consecuencia de tal vulneración se genere para el afectado una serie 
de perjuicios que necesariamente y como lo señala la norma, deben repararse.  
 
La Acción de Reparación directa 
Con la reparación directa, se pretende la declaratoria de responsabilidad extracontractual 
del Estado y la consecuente reparación del daño causado. En este aspecto último de la 
reparación directa, esto es, la consecuente reparación del daño, se presentan grandes 
avances por parte de la jurisprudencia del Consejo de Estado, precisamente en la 
aplicación del principio de reparación integral y haciendo énfasis en las obligaciones 
internacionales que ha aceptado Colombia, dentro de las cuales se encuentra la de hacer 
efectivos estándares internacionales de reparación. 
Teniendo como fundamento legal el artículo 140 del CPACA, “la acción de reparación 
directa, se erige como una de las acciones reparadoras por excelencia, ya que en ella se 
debate básicamente la responsabilidad patrimonial del Estado con base en el artículo 90 





Seguridad y orden público 
De acuerdo con la Corte Constitucional colombiana, la posibilidad de imponer deberes 
en materia de orden público y defensa se encuentra además delimitada por la propia 
Carta, que atribuye ese papel fundamentalmente a la Fuerza Pública.  
Así, a las Fuerzas Militares corresponde la defensa de la soberanía, la independencia, la 
integridad del territorio nacional y del orden constitucional, mientras que la Policía debe 
mantener las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades 
públicas, y asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz. Esto significa que 
es la Fuerza Pública la garante de la convivencia ciudadana, y no puede trasladarse a 
los propios ciudadanos esa función, sin desnaturalizar la estructura constitucional del 
Estado colombiano. (Corte Constitucional Sentencia C-251/02) 
 
Defensa de la integridad y Seguridad pública 
 
La Constitución Política de Colombia en su artículo 2º enuncia que una de las finalidades 
básicas de las autoridades colombianas es la defensa de la integridad nacional y la 
preservación del orden público y de la convivencia pacífica, no sólo porque así lo 
establécela Carta Magna, sino además porque esos elementos son condiciones 
materiales para que las personas puedan gozar de sus derechos y libertades, de acuerdo 
con este postulado, los entes gubernamentales dentro de su misión constitucional debe 
asegurar la convivencia pacífica perturbada por grupos armados que actúan al margen 
de la ley y atentan contra la vida, la libertad y los demás derechos y libertades de los 
habitantes del territorio colombiano. 
Es así que la Corte Constitucional señaló que el Estado tiene el deber de “mantener la 
convivencia pacífica e instaurar un sistema jurídico - político estable, para constituir la 
protección a la vida como una de las obligaciones del gobernante sin las cuales no es 
 
 
posible la continuidad de la comunidad”, puesto que el derecho “sólo puede asegurar al 
individuo una esfera de libertad y protección contra la violencia a condición de reprimir, 
incluso con la fuerza, aquellas actividades violentas de los demás individuos que vulneran 
esa órbita de libertad” (Corte Constitucional Sentencia C-251/02) 
Delitos Comunes 
Primero que todo debe entenderse por delito a un comportamiento que, ya sea por propia 
voluntad o por imprudencia, resulta contrario a lo establecido por la ley. El delito, por lo 
tanto, implica una violación de las normas vigentes, lo que hace que merezca un castigo 
o pena, cuando estos delitos se cometen con frecuencia se les denomina delitos 
comunes, entre ellos se encuentra el hurto, el hurto agravado, las lesiones personales, el 
homicidio, la extorsión entre otros. 
Es importante anotar que existe una clasificación bastante amplia de los distintos tipos 
de delito. Por ejemplo un delito doloso es aquel que se comete con conciencia, es decir, 
el autor quiso hacer lo que hizo (Pérez Gardey 2009). Lo cual resulta contrario al delito 
culposo, donde la falta se produce a partir de no cumplir ni respetar la obligación de 
cuidado. Un asesinato es un delito doloso; en cambio, un accidente donde muere una 
persona es un delito culposo. 
 
4.4 . Estado del Arte 
 
Inicialmente, se realizó búsqueda web en el repositorio de la Universidad Libre, 
hallando así la investigación realizada por JOSE GERARDO CRUZ HERNÁNDEZ, 
JAIME MENDOZA MENÉSES y LUIS FERNANDO SÁNCHEZ MAFLA, denominada 
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR LA FUNCIÓN 
LEGISLATIVA EN COLOMBIA, ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL”, de la Universidad 
Libre Seccional Cali año 2013. Allí los autores, abordaron la situación jurídica desde la 
 
 
evolución Jurisprudencial del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, demostrando 
que desde en el acervo Jurisprudencial de las Altas Cortes es eficiente y eficaz la 
procedencia de Demandas por Responsabilidad Patrimonial del Estado, dirimido de la 
acción u omisión de la administración pública e incluso por errores judiciales por daños 
y/o perjuicios causados por los administrados. De tal manera, se pudo determinar que si 
es Imputable la Responsabilidad Patrimonial del Estado por la función legislativa, cuando 
en desarrollo de sus funciones constitucionales y legales, causa daños antijurídicos a los 
administrados, pero que esa posibilidad se ve limitada al no haber una reglamentación 
jurídica específica que permita la Imputación de la Responsabilidad Patrimonial al Estado 
legislador, en los eventos de causar daños a los particulares, pero que por la evolución 
Legislativa, Doctrinal y Jurisprudencial del Consejo de Estado y la Corte Constitucional 
se hallan los fundamentos legales y jurisprudenciales para precisar tal imputación. Los 
objetivos presentados y desarrollados consistieron en establecer los fundamentos 
adoptados jurisprudencialmente que permitieran precisar la imputación, donde finalmente 
concluyen los autores que en Colombia no se ha emitido jurisprudencia alguna que haya 
condenado al Estado por la función legislativa, pero que hay teorías y sentencias 
relacionadas que dan viabilidad al tema como lo es la Teoría del Título de Imputación de 
Daño Especial. De ese precedente investigativo es pertinente para el presente estudio, 
resaltar los criterios de Imputación de la Responsabilidad en Colombia, los cuales son 
precisos desarrollar para determinar la viabilidad de la Responsabilidad Patrimonial del 
Estado por actos de delincuencia ciudadana. 
Seguidamente, se halló la investigación realizada por MIGUEL ÁNGEL QUINTERO 
LIZARAZO denominada “EVOLUCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO 
 
 
POR PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD Y PROBLEMÁTICA POR LA ADOPCIÓN DE 
MEDIDAS QUE LA RESTRINGEN” de la Universidad Libre Seccional Bogotá año 2014. 
Allí el autor desarrollo su planteamiento desde la perspectiva de un cuestionamiento 
permanente en el ordenamiento jurídico y es la limitación de la libertad por parte del 
Estado en aplicación del ius puniendi, teniendo en cuenta los errores de la administración 
por el afán de mostrar resultados en contra de presuntos infractores de la ley penal y que 
en últimas resultan absueltos; ello, desde la perspectiva del injusto de la privación de la 
libertad sin fundamentos legales, analizando las diferentes etapas jurisprudenciales sobre 
la privación injusta de la libertad fundamentada en vigencia del art. 90 de la Constitución 
Política, a título de imputación consagrado en el art. 68 de la Ley 270 de 1996, y el art. 
414 del Código de Procedimiento Penal. De tal manera, el autor argumento su hipótesis 
al establecer que la potestad del ius puniendi propicia en el Estado una responsabilidad 
objetiva y consecuencialmente, hacinamiento carcelario, y detrimento en el mismo 
Patrimonio Estatal. Concluye el autor, referenciando que el estudio y análisis de la 
evolución de la Jurisprudencia del Consejo de Estado en relación con la Responsabilidad 
de la Administración por la privación injusta de la libertad se da con fundamento en el 
concepto de Daño Antijurídico previsto en el art. 90 superior, lo cual es una base 
fundamental para el desarrollo del estudio a realizar en el ámbito de la delincuencia 
común, es decir, que uno de los pilares fundamentales y origen de la situación problema, 
parte del concepto de daño antijurídico y su relación con el fenómeno de la delincuencia 
común. 
Igualmente, se halló el estudio realizado por ANGÉLICA MARÍA ARMENTA, 
denominado “EL RÉGIMEN DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 
 
 
EN COLOMBIA: EL TÍTULO JURÍDICO DE LA IMPUTACIÓN” del repositorio de la 
Revista VÍA IURIS de la Fundación Universitaria Los Libertadores Colombia, año 2009. 
Así las cosas, la autora desarrolló y presentó cada una de las tesis actualmente 
imperantes en Colombia sobre la llamada Responsabilidad Extracontractual del Estado, 
que tiene su fuente constitucional en el Art. 90 de la Constitución Política y en el cual 
según Armeta (2009) el concepto de daño antijurídico del art. 90 superior es genérico y 
ambiguo. Señala Armeta (2009) que la responsabilidad del Estado no es exclusivamente 
objetiva, pese a existir la figura del daño antijurídico, pues, se mantienen vigentes las 
teorías existentes antes de la promulgación de la Constitución de 1991, bajo el esquema 
del título jurídico de la imputación. De ese estudio es importante resaltar para el ámbito 
teórico de la Responsabilidad Patrimonial del Estado por actos de delincuencia común, 
lo referente a la Responsabilidad Patrimonial del Estado antes de la Constitución Política 
de 1991 desde la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, 
los regímenes de Responsabilidad del Estado Colombiano a partir de la Constitución de 
1991 y la Responsabilidad del Estado, por regla general, de carácter subjetivo, aún con 
la aparición del concepto de Daño Antijurídico, temas desarrollados por la autora en su 
estudio, y que adicionalmente abren la posibilidad de analizar la existencia del título de 
Imputación en la Responsabilidad Patrimonial del Estado por actos de delincuencia 
común en contra de los ciudadanos. 
En igual sentido, se halló el documento denominado “EL FORTALECIMIENTO DE LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO EN COLOMBIA” del profesor 
LIBARDO RODRÍGUEZ del 2011, el cual es importante y de expresa relevancia para el 
estudio a realizar, en cuanto sus aportes desde la doctrina administrativa enfocan la 
 
 
evolución de la Responsabilidad Patrimonial del Estado en tres fases, pasando por dos 
grandes aportes al tema que son: a) el fortalecimiento del Sistema de Responsabilidad 
del Estado en el derecho colombiano derivado de la atribución a la Jurisdicción 
Administrativa, ello en consonancia al tema a desarrollar frente a los actos de 
delincuencia común en contra de los ciudadanos y el título de imputación posiblemente 
impetrado al Estado en este tema y la perspectiva de la Constitucionalización del Derecho 
Administrativo y en específico la Responsabilidad del Estado a partir de la Constitución 
Política de 1991, ello en virtud del cumplimiento de los fines esenciales del Estado en el 
actual Estado Social de Derecho, vulnerado por el fenómeno de la delincuencia común 
en contra de los ciudadanos. 
Los documentos e investigaciones mencionados anteriormente, fueron el pilar para dar 
origen a la situación problema que se pretende estudiar en el proyecto de grado, en el 
entendido que, el fenómeno de la delincuencia común se convierte en un problema grave 
para la sociedad, de tal manera, que si el Estado es el garante de la protección de los 
derechos fundamentales con sujeción a las disposiciones constitucionales y los fines 
esenciales del mismo, es deber como académicos profundizar en este tipo de 
problemáticas a fin de establecer la Responsabilidad Patrimonial del Estado por el 
fenómeno de la delincuencia común por Fallas en el Servicio  que va en contra de 
ciudadanos. 
En tal sentido, cada uno de los antecedentes esbozados anteriormente, sirven de base 
principal y fuente académica para llevar a cabo el desarrollo del problema a estudiar, 
teniendo en cuenta que a la fecha, no ha habido pronunciamiento alguno por parte de la 
Administración de Justicia en el tema específico de la Responsabilidad Patrimonial del 
 
 
Estado por el fenómeno de la delincuencia ciudadana en contra de los ciudadanos, más 























5.1 Enfoque de la Investigación 
 
El presente proyecto de investigación plantea que la Responsabilidad Patrimonial del Estado 
tiene un enfoque cualitativo ya que está orientado a una Responsabilidad Objetiva y Subjetiva a 
pesar de que se ha considerado por algunos doctrinantes que la nueva concepción de la 
Responsabilidad del Estado tiene como fundamento un criterio objetivo, no puede 
afirmarse tajantemente que el Constituyente se haya decidido exclusivamente por la 
consagración de una Responsabilidad Objetiva, pues el artículo 90  de la Constitución 
Política expone que dentro de ciertas condiciones y circunstancias también admite la 
Responsabilidad Subjetiva fundada en el concepto de culpa. Y ello es el resultado de 
que, si bien el daño se predica del Estado, es necesario tener en cuenta que se puede 
generar a partir de la acción u omisión de sus servidores públicos, nosotros haremos que 
también lo sea por la Falla en el Servicio.  
Así pues, la intención del proyecto denominado RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO FRENTE AL FENÓMENO DE LA DELINCUENCIA 
COMÚN EN CONTRA DE LA CIUDADANÍA, es de generar inquietud para lograr que el 
Estado responsada Patrimonialmente por las fallas en el servicio que ocasionan estos 
delitos comunes en Pereira, y que sucedieron en el 2016.  
 
Para lo anterior es importante tener en cuenta que la finalidad de la investigación 
cualitativa reside en el análisis del contexto en donde se llevará a cabo el estudio, para 







5.2 Alcance de la Investigación 
 
Los alcances de la presente investigación son descriptivos toda vez que se recurre a la 
Constitución Política, a la Jurisprudencia y la Doctrina para caracterizar los diferentes 
tipos de Responsabilidad Patrimonial que se aplica en las sentencias. 
 
5.3 Unidad Muestral 
 
Por lo que nuestro estudio es de corte cualitativo, se propone como unidad de análisis 
los casos con posibilidad de ser estudiados mediante matriz de análisis, dirigiéndose la 
muestra al Municipio de Pereira en el año 2016.  
Sentencia C-333/96.  
 
Sentencia C-430/00  
Sentencia C-619/02 
Sentencia Consejo de Estado Sección Tercera Subsección A consejero ponente Hernán 
Andrade Rincón radicado: 25000232600020110047901 
Sentencia Consejo de Estado Sección Tercera Subsección C consejero ponente Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa radicado: 63001233100020010015301 (29419) 
 
5.4 Instrumentos de recolección de la información 
 
Se hará una matriz de análisis donde se tendrán en cuenta las siguientes sentencias: 
Sentencia C-333 de 1996 





























6. ESQUEMA TEMÁTICO 
 
CAPÍTULO 1: RESPONSABILIDAD ESTATAL RESPECTO AL DAÑO PATRIMONIAL 
 
1.1 Tipos de responsabilidades 
1.2 Tipos de daño 
 
CAPITULO 2: FALLAS DEL SERVICIO EN LA SEGURIDAD CIUDADANA 
 
2.1 Falla presunta del servicio 
2.2 Falla probada del servicio 
 
CAPITULO 3: CONOCER LAS RESPONSABILIDADES PATRIMONIALES DEL 
ESTADO POR FALLAS EN EL SERVICIO DE LA SEGURIDAD CIUDADANA.  
 
3.1 Responsabilidad Objetiva 











7. PERSONAL INVESTIGATIVO 

















































































UNIVERSIDAD LIBRE SECCIONAL PEREIRA 
FORMATO DE PRESUPUESTO PROYECTOS DE INVESTIGACION 
  
PROGRAMA ACADÉMICO: Especialización en Derecho 
Administrativo 
NOMBRE DEL PROYECTO:  
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO FRENTE AL 
FENÓMENO DE LA DELINCUENCIA COMÚN EN PEREIRA 
 
GASTOS ACADÉMICOS VALOR TOTAL  
Arrendamientos Equipos   $800.000 
Contribuciones y Afiliaciones   
Seguros transporte de estudiantes   
Servicio de  Teléfono  $200.000 
Transportes, Fletes y Acarreos  $1.700.000 
Publicidad, Propaganda y Promoción  $5.000.000 
Servicio de  Encuadernación y Empaste  $300.000 
Gastos de Viaje   
Alojamiento y Manutención  $600.000 
Viáticos                          




                            
$500.000  
Suscripciones Periódicos y Revistas   
Útiles, Papelería y Fotocopias 
                            
$1.000.000  
Taxis  Y Buses                                 
Casino Y Restaurante 
                               
$900.000  
Elementos Computador Y Telecomunicaciones   
TOTAL GASTOS 
                            
$10.100.000  
    
I N V E R S I O N E S   
Bases de Datos Bibliotecas Virtuales  $5.000.000 
Publicaciones de libros y revistas   
Capacitación a Docentes   
Libros para la Biblioteca (Físicos y digitales)                              
Programas para Computador (Software)   
Vestuarios y Uniformes   
TOTAL INVERSIONES 




TOTAL GASTOS MAS INVERSIONES 
                         
$15.100.000  
  
Investigador Jorge Andrés Atehortúa Isaza 
 
Investigador Julián Andrés Valencia González 
 



















9. RESULTADOS E IMPACTOS ESPERADOS 
 
Generación de nuevo conocimiento 
RESULTADO ESPERADO INDICADOR BENEFICIARIO 
Artículo completo  Publicación en revista a 
nivel regional  
Comunidad jurídica y 
académica en general  
Formación de recurso 
humano 
Trabajo de grado, 
estudiantes investigadores 




Apropiación social del conocimiento 
RESULTADO ESPERADO INDICADOR BENEFICIARIO 
Ponencia regional Ponencia en jornada 
regional de Derecho 
Comunidad jurídica y 
académica en general 
 Ponencia nacional Ponencia en jornada 
nacional de Derecho 
Comunidad jurídica y 









10. ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN DE RESULTADOS DE INVESTIGACIÓN 
Sustentación del proyecto ante las autoridades académicas de la Universidad Libre – 
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